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Está más allá de toda duda que el Estado tiene el derecho y el deber de garantizar 

su propia seguridad. Tampoco puede discutirse que toda la sociedad padece por las 

infracciones a su orden jurídico. Pero por graves que puedan ser ciertas acciones y 

por culpables que puedan resultar los reos de determinados delitos, no cabe admitir 

que el poder pueda ejercerse sin límite alguno o que el Estado pueda valerse de 

cualquier procedimiento par alcanzar sus objetivos, sin sujeción al derecho o a la 

moral. (CIDH, Caso Castillo Petruzzi, y otros, Perú, sentencia del 30 de mayo de 

1999). 

La preservación del debido proceso reside en el convencimiento de los Estados 

en el sentido de que una eficaz protección de los derechos requiere, además de la 

debida observancia de derechos sustanciales, la consagración de garantías 

procesales que aseguren los mismos. (CADH, Informe Nº 55/97, caso 11.137, 

Juan Carlos Abella, Argentina, 18 de noviembre de 1997). 

“En todas las etapas del proceso se respetarán garantías procesales básicas 

tales como la presunción de inocencia, el derecho a ser notificado de las 

acusaciones, el derecho a no responder, el derecho al asesoramiento, el 

derecho a la presencia de los padres o tutores, derecho a la confrontación con 

los testigos y a interrogar a estos y el derecho de apelación ante una autoridad 

superior”. (7.1 Reglas de Beijing)  



Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena 

igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un 

tribunal independiente e imparcial, para la determinación de 

sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier 

acusación contra ella en materia penal (Declaración Universal 

de Derechos Humanos, art. 10)  

Todas las personas son iguales antes los tribunales y cortes 

de justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída 

públicamente y con las debidas garantías por un tribunal 

competente, independiente e imparcial, establecido por ley, 

en la substanciación de cualquier acusación de carácter 

penal formulada contra ella o para la determinación de sus 

derechos y obligaciones de carácter civil. (Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 14, 

apartado 1)  



Implica un LÍMITE a la actividad estatal 

• Tribunal independiente, 

imparcial y competente 
Garantía del Juez natural (Art. 18 CN)  

      Garantías de los juzgadores: adecuado proceso de 

nombramiento, la inamovilidad del cargo, y la garantía contra 

presiones externas (CIDH, Caso Palamara Iribarne, Chile, 22 

de noviembre de 2005). Se debe seleccionar a los jueces 

exclusivamente por el mérito personal y su capacidad 

profesional, a través de mecanismos objetivos de selección y 

permanencia que tengan en cuenta la singularidad y 

especificidad de las funciones que se van a desempeñar. Los 

procesos de nombramiento deben garantizar la igualdad de 

oportunidades, respetando parámetros de objetividad y 

razonabilidad. 

•Ministerio Público 

     Deben sujetar su actividad a los fundamentos 

normativos definidos en la Constitución y en las leyes. 

Actuando con profesionalismo, buena fe, lealtad 

procesal, considerando tanto elementos que permitan 

acreditar el delito y la participación del imputado en 

dicho acto, como también los que puedan excluir o 

atenuar la responsabilidad penal del imputado. 



• Presunción de inocencia 

     Una persona es inocente hasta que se demuestre 

su culpabilidad. El art. 8.2 de la CADH exige que 

una persona no pueda ser condenada mientras no 

existe prueba plena de su responsabilidad penal. 

Si obra contra ella prueba incompleta o 

insuficiente, no es procedente condenarla, sino 

absolverla. Implica que el acusado no debe 

demostrar que no ha cometido el delito que se le 

atribuye, ya que el onus probandi corresponde a 

quien acusa. Se vulnera este principio si antes de 

que el acusado sea encontrado culpable una 

decisión judicial relacionada con él refleja la 

opinión de que es culpable (CIDH, Caso Cabrera 

García y Montiel Flores, México, 26 de noviembre 

de 2010)‏ 

• Contradictorio 
     El principio de contradicción constituye un dato 

indispensable en el enjuiciamiento acusatorio moderno, 

garantía de libertad, defensa y justicia. Que exista mayor 

equilibrio entre las partes, para la debida defensa de sus 

intereses y derechos. 

Violación del modelo acusatorio: CSJN In re Sandoval (2010) 

y Cárdenas Almonacid por falta de acusación fiscal (2009)  



• Non bis in idem 

     En cuanto a la violación del non bis in idem, se ha 

reconocido como una de las garantías no enumeradas, 

pero que surgen del sistema republicano de gobierno y 

del Estado de derecho. La garantía importa proteger a 

los ciudadanos de las molestias o restricciones que 

implican un nuevo proceso penal cuando otro sobre el 

mismo objeto está en trámite o ha sido ya agotado., - 

Art. 14 inc. 7 del PIDCP; Art. 8.4. del CADH y Art. 1 

CPP. 90775 – (SCJ Mza Nº 90775, Fiscal C/ Rivero 

Aguilera, s/ Robo Agravado s/revisión, 31/08/2007)  

• Prescripción 

     Constituye una defensa del inculpado para oponerse a al 

persecución penal del Estado. Sin embargo, la CIDH ha 

sostenido que es inaplicable cuando se trata de muy 

grave violaciones a los DDHH. “Ninguna ley ni 

disposición de derecho interno puede impedir a un 

Estado cumplir con la obligación de investigar y 

sancionar a los responsable de violaciones de DDHH” 

(Caso Blanco Romero, Venezuela, 28 noviembre 2005). 



       El control judicial inmediato es una herramienta tendiente a 

evitar la arbitrariedad o ilegalidad de las detenciones. Toda 

persona sometida a una detención tiene derecho a que una 

autoridad judicial la revise, sin demora, como medio de control 

idóneo para evitar capturas arbitrarias e ilegales. El simple 

conocimiento por parte del juez de que una persona está 

detenida no satisface esa garantía, ya que el detenido debe 

comparecer personalmente y rendir su declaración ante el juez 

o autoridad competente. (Caso Acosta, Calderón, Ecuador, 24 

de junio de 2005)‏ 

• Detención 

Se limita la actuación del poder público y se prohíbe tanto 

detenciones ilegales como las arbitrarias. Nadie puede sufrir 

privación de libertad sino por la causa y dentro de las 

circunstancias previstas en la ley (aspecto material) y con estricta 

subordinación a los procedimientos previstos por ley (aspecto 

formal). 

Información y notificación 
El momento al que deben actualizarse las garantías 

de información sobre los cargos y derecho de 

defensa debe ser en el momento de la detención y 

antes de que el inculpado rinda su primera 

declaración ante la autoridad, no sólo ante el 

Ministerio Público (Caso Bayarrí, 30/10/08)‏ 

Control judicial 

Prisión preventiva No puede durar más allá del tiempo razonable ni más allá de la 

persistencia de la causal que se invocó para justificarla. 

 



•Ejecución de sentencia 

     Implica el trato consecuente con la dignidad humana 

de la persona detenida. Prohíbe la tortura psicológica: 

“crear una situación amenazadora o amenazar a un 

individuo con torturarlo puede constituir tratamiento 

inhumano” (Caso Niños de la calle, Villagrán Morales, 

Guatemala, 19 noviembre 1999). También prohíbe 

tortura y tratos crueles (Caso Bayarrí). Protege incluso 

la afectación a la integridad psíquica y moral de los 

familiares de personas privadas de libertad (Caso de 

las Hermanas Serrano Cruz, Ecuador, 23 noviembre 

2004). 

• Plazo razonable 

     Justicia retrasada es justicia denegada. Elementos a 

tomar en cuenta: complejidad del asunto, actividad 

procesal del interesado, conducta de las autoridades 

judiciales e intensidad o relevancia de la afectación 

que el curso del tiempo produce en la situación 

jurídica de la víctima.  

• Publicidad 

La inmediata percepción de las actuaciones verificadas por y ante 

el tribunal por personas que no forman parte del mismo. Garantiza 

la legítima defensa del acusado. Presupone la oralidad y la 

inmediación. El juicio se realiza a la vista de todos, y no al amparo 

de la oscuridad que puede encubrir la arbitrariedad. 



Defensa en Juicio 

La inviolabilidad de la defensa en juicio (art. 18 CN) constituye una garantía 

fundamental para los ciudadanos pues sólo a través de ella se podrán 

ejercitar en el marco de un proceso todas las demás garantías que la 

Constitución establece. 

La igualdad y autonomía de las partes en el proceso penal exige que tanto la labor de 

recopilar evidencia incriminatoria como la tarea de refutar dicha evidencia tengan 

potencialmente la misma eficacia. La igualdad de posiciones entre quien acusa y 

quien soporta la persecución penal debe necesariamente superar el plano de lo 

formal y no agotarse en una mera paridad de atribuciones procesales.  

‘De acuerdo al principio de igualdad de armas, como parte del concepto más 

amplio del debido proceso, cada parte debe tener la oportunidad de presentar 

su caso en condiciones que no lo sitúen en desventaja con respecto a su 

oponente’ (Tribunal Europeo de Derechos Humanos Foucher vs Francia; 

13/3/98, cons. 34)  



     Los estándares internacionales van muchos más allá de la mera 

designación del abogado defensor. La previsión abarca tanto el 

derecho del justiciable de defenderse por sí mismo como asignar un 

defensor de su confianza, o a recibir a falta de éste, la asistencia de 

un profesional de un defensor provisto por el Estado. Es un derecho 

irrenunciable. La defensa suministrada por el Estado debe ser 

efectiva, para lo cual el Estado debe adoptar todas las medidas 

adecuadas. El nombrar un defensor de oficio con el sólo objeto de 

cumplir con una formalidad procesal, equivaldría a no contar con 

defensa técnica, por lo que es imperante que dicho defensor actúe de 

manera diligente con el fin de proteger garantías procesales del 

acusado y evite así que sus derechos se vean lesionados. (Caso 

Cabrera García y Montiel Flores, México, 26/11/2010). También es 

preciso que se allane la comunicación entre el defensor y el 

defendido. 

     Debe disponer de traductores e intérpretes que establezcan el puente entre 

la extrañeza y el conocimiento. 

Intervención del defensor 

Idioma 



     Que el inculpado conozca los cargos que se le hacen, cuente con tiempo y medios 

para preparar su defensa, se halle al tanto del proceso mismo, de manera que 

pueda reaccionar ante las contingencias de éste y hacer valer sus pruebas y 

argumentos. Toda esa información debe ser expresa, clara, integral y 

suficientemente detallada para permitir al acusado que ejerza plenamente su 

derecho a la defensa y muestre al juez la versión de los hechos. (CADH, art. 8 inc. 

c- se le concede al imputado el derecho de contar con el tiempo y los medios 

apropiados para ejercer su defensa, ya sea por sí mismo o por su defensor) 

 

Conocimiento de cargos y pruebas 

Principio de congruencia 

El principio de congruencia entre acusación y sentencia contenido en el 

artículo 413 del CPP, establece que, el derecho de defensa previsto por el 

artículo 18 de la Constitución Nacional y artículo 8 y concordantes de la 

Constitución Provincial, se vulnera por violar el principio de correlación o 

congruencia que debe mediar entre acusación y sentencia, cuando se 

condena al imputado por un hecho temporal y modalmente distinto del 

contenido en la requisitoria fiscal, aún cuando hubiera producido el mismo 

resultado ( SCJ Mza, Expte.: 96247, Fc/ Brizuela, Juan Carlos p/ Daño 

Agravado, 30/09/2009)  



Derecho al Recurso 

•  El derecho a recurrir un fallo es una garantía primordial. Es indispensable el derecho a 

un recurso efectivo: es decir, que el Juez o Tribunal superior al que ha emitido el fallo 

combativo debe satisfacer las condiciones de independencia e imparcialidad que se le 

exigen a cualquier juzgador. 

•  Examen integral: es importante, que dicho recurso garantice un examen integral de la 

decisión recurrida.  (Fallo Herrera Ulloa, Costa Rica, 02 de julio 2004)  

•  Eficacia: no basta con la existencia formal de los recursos sino que éstos deben ser 

eficaces, es decir, debe dar resultados o respuestas al justiciado. 

Celeridad: implica rapidez en la decisión dentro del plazo razonable. (Caso Tibi, Ecuador, 07 

setiembre 2004)  

Recurso in pauperis: Si el defensor oficial, en lugar de dar sustento jurídico al recurso in 

forma pauperis se limitó a transcribir los agravios que se habían alegado en dicha 

presentación, pero no desarrolló una crítica concreta y razonada de los argumentos en 

los que se apoyó la declaración de culpabilidad y la cuantificación de la pena, dicha 

circunstancia importa un inadmisible menoscabo al derecho de defensa en juicio del 

acusado que determina la nulidad de todo lo actuado a partir de dicho recurso por 

carecer de una asistencia efectiva de la defensa, máxime si se trataba de una defensa 

técnica provista por el Estado y la debida fundamentación de esa impugnación resultaba 

fundamental para que se cumpliera eficazmente con la revisión integral de la sentencia 

condenatoria  

(CSJN, Guzmán, Jorge Alberto s/homicidio simple -causa n° 40/06).  

 



Casos controversiales 

Puesta en práctica de la 

garantía del debido proceso y 

de la defensa en juicio 

 



Caso 1 
   Se le notifica al defensor del imputado la posibilidad de 

proponer perito de parte para la pericia del art. 97 del CPP. 

Éste no ofrece. Cuando el imputado toma conocimiento, 

propone a un médico psiquiatra y un lic. en psicología. Es 

rechazado por el Fiscal por extemporáneo 

La Defensa interpuso recurso de apelación. Fundamentos:  

El derecho de proponer perito de parte es un derecho personalísimo (art 179 in fine CPP). La juez A 

quo cita a Cafferata Nores que expresa que es indispensable la notificación personal cuando 

requiera una actividad de la parte y esto se da justamente en este caso. 

La naturaleza de la medida requiere su notificación personal: pericia psiquiátrica. Necesaria para 

evaluar la imputabilidad del inculpado y la eventual culpabilidad. 

Si la Corte Nacional ha establecido la obligación de notificar personalmente una sentencia 

condenatoria, reconociendo el derecho al recurso in pauperis, con mayor razón a una pericia 

psiquiátrica. 

Derecho al contradictorio. Derecho a la defensa material. Previsión en la Ley 1908. 

Violación al debido proceso y garantía de defensa en juicio. Se hace más daño prohibiendo el 

nombramiento de perito contralor que permitiéndolo. 



Rechazado 

La Cámara de Apelaciones de Mendoza dijo: 

• No surge de las disposiciones que la pericia psiquiátrica deba ser notificada 

en forma personal.  

• No se advierte que sea un caso de excepción.  

• No se ha expresado de qué modo afectaría del derecho de defensa puesto 

que se notificó efectivamente al defensor.   

• Tampoco se ha acreditado la existencia de impedimentos materiales para 

transmitir la notificación al imputado. 

 

(Causa P-23612/13, incidente en autos Nº P- 178875/12, Fc/ Ferreto y ot. p/ 

Homicidio Agravado” 

Resolución: 



Caso 2 
   El imputado llega a la Comisaría y toma conocimiento de la 

acusación que pesa en su contra. Formalmente se le asigna 

defensor oficial y renunciando a la presencia de éste, 

declara y confiesa el crimen. CONDENADO 

Casación: La SCJ Mza dijo que: 

Las normas procesales, constitucionales (arts. 18, 75 inc. 22 C.N.) e 

internacionales (art. 8.2 d) y e) C.A.D.H, 14.1 y 3 b) P.I.D.C.P.), en forma 

coincidente procuran asegurar que la defensa del encausado se desarrolle en 

condiciones de plena igualdad con la acusación -paridad de armas-, para que 

tenga no sólo en teoría, sino también en la práctica, las mismas posibilidades 

reales que el acusador para influir en las decisiones de los jueces sobre el caso. 

La asistencia debe ser real, efectiva y no meramente formal habiéndose 

pronunciado diversos tribunales en el sentido que la garantía de la defensa 

efectiva exige que se notifique al defensor de su designación previo a recibirse la 

indagatoria a su cliente, de manera que puedan entrevistarse. Que la defensa 

técnica, sea ésta particular u oficial, tenga oportunidad desde los primeros 

momentos de la instrucción de asistir jurídicamente al sospechado, aconsejando 

lo que resulte más conveniente a su interés y haciendo que su derecho de 

resistencia a la pretensión punitiva del Estado sea algo materialmente posible, 

completo y oportuno (Nº 105.897,‏“Fc/Campos‏Videla‏y‏ot.‏p/‏Homicidio)‏ 



Caso Tres 
    Una persona condenada a 33 años y 6 meses y declarada 

reincidente solicita la libertad condicional pidiendo la 

inconstitucionalidad del art. 14 CP. El Juez de Ejecución, 

expresa su postura coincidente con la defensa, pero la 

deniega por el art. 14 CP, sosteniendo que es 

constitucional y amparándose en el criterio de la Corte 

Nacional. Se interpuso recurso extraordinario y se 

argumentó la inconstitucionalidad del art. 14, violación al 

derecho a ser juzgado por un juez independiente e 

imparcial y violación al derecho de defensa y se ser oído. 

Resolución 

Se desestima la queja por falta de fundamentación 

autónoma. Inadmisible por el art. 280 CPPN. 



Disidencia Zaffaroni 
• La Reincidencia implica pelogrosidad presunta. 

• En nuestro sistema se pena lo que la persona ha hecho y no lo que la persona es  

• La agravación invariable y automática de la pena por reincidencia, equivale a la 

violación del principio que prohíbe la doble punición, pues el plus de pena o cualquier 

agravación de ésta que se imponga al segundo delito lo será en razón del primero, 

esto es, de un delito que se ha juzgado y penado. 

• La decisión que hoy niegue cualquier beneficio en razón de la aplicación literal del 

articulo 14 del Código Penal incurre en una arbitrariedad manifiesta  

• El articulo 14 del Código Penal es inconstitucional (a) porque presume juris et de jure 

que se hallan presentes en el caso todas las condiciones con las que se ha intentado 

legitimar la agravación por reincidencia, sin permitirle al magisterio penal la evaluación 

de ellas en los casos concretos, que sería presupuesto elemental de la imposición de 

la agravante y (b) porque no puede explicarse por qué razón contempla la libertad 

condicional para el multireincidente calificado y no para el reincidente simple. 

• La Constitución, principalmente en razón del principio de reserva y de la garantía de 

autonomía moral de la persona del artículo 19, no permite que se imponga una pena a 

ningún habitante en razón de lo que la persona es, sino únicamente en razón de lo 

que la persona haya hecho; no debe penarse la personalidad sino la conducta lesiva. 



Sintetizando… 

    “Cualquier agravamiento de pena o de sus modalidades 
de ejecución en función de la declaración de 

reincidencia del artículo 50, como así también la 
imposibilidad de obtener la libertad condicional prevista 

en el artículo 14, deben ser consideradas 
inconstitucionales, pues demuestran un trato diferencial 
de personas, que no se vincula ni con el injusto que se 
pena, ni con el grado de culpabilidad por el mismo, y en 
consecuencia toman en consideración características 

propias de la persona que exceden el hecho y se 
enmarcan dentro del derecho penal de autor”. 

CSJN, causa n° 10.154, Alvarez Ordoñez, Rafael Luis s/ Rec. Hecho, 10/02/2013 



Caso Cuatro   

    El imputado es llevado a Debate Oral por el delito de Homicidio 

simple en Río Negro. Es absuelto. Uno de los camaristas 

renuncia entre la finalización del Debate Oral y la lectura de la 

sentencia y fundamentos. El querellante particular casa y dice 

que es nula la sentencia por falta de Juez. 

El Querellante Particular interpone recurso extraordinario federal 

Fiscal y querellante particular casan la sentencia. El Tribunal 

Superior la rechaza y funda sus argumentos en Polak, en torno a 

la aplicación de los principios non bis in idem, de preclusión y 

progresividad. 



Resolución: 
 La efectividad de los principios de progresividad y preclusión allí 

sostenidos, se encuentran supeditados a la observancia de las formas 
esenciales del juicio. 

 La nulidad propugnada no implica violar dichos principios, ya que de ser 
así, el instituto de la nulidad misma previsto en todos los códigos 
procesales carecería de sentido en tanto que jamás se podría condenar 
al imputado sin que se lesionase el non bis in idem, razonamiento que 
resulta inaceptable.  

 Por el contrario, dado que la sentencia anulada carece de efectos, no 
puede decirse que al dictarse una nueva haya dos fallos que juzguen el 
mismo hecho, pues hay sólo uno que puede considerarse válido  

El respeto a la garantía del debido proceso, invocable tanto por la persona 

que se encuentra sometida a juicio como por los demás actores del 

proceso, consiste en la correcta observancia de estas formas sustanciales 

relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia” 

CSJN, Verbeke, Víctor Julio s/ Homicidio, 10/04/2003)  


